
UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA 

Resolución 192/2024 

Ciudad de Buenos Aires, 06/12/2024 

VISTO el Expediente Electrónico Nº EX-2024-130461960-APN-DGDYD#UIF, las Leyes Nros. 23.298 y sus 

modificatorias, 23.660 y sus modificatorias, 24.759, 25.188 y sus modificatorias, 25.246 y sus modificatorias, 

25.319, 26.097 y 26.215 y sus modificatorias, y 

CONSIDERANDO: 

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 5° de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, la UNIDAD 

DE INFORMACIÓN FINANCIERA (UIF) es un organismo que funciona con autonomía y autarquía financiera 

en jurisdicción del MINISTERIO DE JUSTICIA. 

Que, en este sentido, entre las funciones de la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA se encuentran 

el análisis, el tratamiento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir los delitos de 

Lavado de Activos (LA), Financiación del Terrorismo (FT) y Financiamiento de la Proliferación de Armas de 

Destrucción Masiva (FP). 

Que el artículo 20 de la Ley N° 25.246 establece y enumera los Sujetos Obligados a informar ante esta 

UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA, ello en los términos de los artículos 21 del citado cuerpo legal. 

Que la REPÚBLICA ARGENTINA es miembro pleno del GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA 

INTERNACIONAL (GAFI) y del GRUPO DE ACCIÓN FINANCIERA DE LATINOAMÉRICA (GAFILAT) desde 

el año 2000. 

Que el GAFI es un organismo intergubernamental cuyo propósito es el desarrollo y la promoción de 

estándares internacionales para combatir el Lavado de Activos, la Financiación del Terrorismo y la 

Financiación de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva (LA/FT/FP). 

Que, conforme las Recomendaciones 12 y 22 del GAFI, los estándares internacionales postulan que se 

debe exigir a los Sujetos Obligados, Instituciones Financieras y Actividades y Profesiones No Financieras 

Designadas (APNFD) la identificación y la aplicación de las medidas de mitigación de riesgos de LA/FT, 

correspondientes, respecto de las personas que revisten la condición de Persona Expuesta Políticamente 

(PEP). 

Que dichas Recomendaciones exigen que los países garanticen que tanto las Instituciones Financieras 

como las APNFD, implementen medidas para evitar el uso indebido del sistema financiero y no financiero 

por parte de las personas que revisten la condición de PEP, así como detectar el abuso que pudiera ocurrir. 

Que, por otra parte, el GAFI ha emitido en el año 2013 una Guía acerca de las Personas Expuestas 

Políticamente mediante la cual define, en consonancia con lo dispuesto en la Recomendación 12, que 

revisten tal carácter aquellas personas a quienes se les ha confiado una función pública, a los miembros de 

la familia y/o aquellas personas allegadas a una PEP. 

Que la REPÚBLICA ARGENTINA debe velar de manera permanente por adoptar las buenas prácticas y los 

estándares internacionales vigentes del GAFI, para cumplir con el interés público comprometido de prevenir 

y combatir los delitos de LA/FT/FP. 

Que, asimismo, en el marco de la cuarta ronda de evaluaciones realizada por el GAFI se han contemplado 

diversas modificaciones que observan los estándares actuales en la materia e incluyen el análisis del marco 

normativo existente en nuestro país, profundizándose el enfoque basado en riesgos. 

Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA ha emitido, en uso de las facultades establecidas por el 

inciso 10) del artículo 14 de la Ley N° 25.246, directivas, instrucciones y resoluciones respecto de las 

medidas que deben aplicar los Sujetos Obligados para, entre otras obligaciones, identificar y conocer a sus 

clientes. 

Que bajo dicho marco normativo la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA dictó la Resolución 

N° 35/2023, mediante la cual aprobó una nueva regulación para los Sujetos Obligados enumerados en el 

artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, respecto al tratamiento de las Personas Expuestas 



Políticamente con el objetivo de fortalecer las medidas de debida diligencia aplicables a las relaciones con 

esas personas y basar las obligaciones y medidas de debida diligencia en un enfoque basado en riesgo, 

actualizando a tal fin la nómina de condiciones que deben reunir los individuos considerados PEP. 

Que, al respecto, en el documento LAS RECOMENDACIONES DEL GAFI, ESTÁNDARES 

INTERNACIONALES SOBRE LA LUCHA CONTRA EL LAVADO DE ACTIVOS, EL FINANCIAMIENTO DEL 

TERRORISMO, Y EL FINANCIAMIENTO DE LA PROLIFERACIÓN DE ARMAS DE DESTRUCCIÓN 

MASIVA, actualizado en diciembre de 2023, se indicó que las “PEP domésticas son individuos que cumplen 

o a quienes se les han confiado funciones públicas prominentes internamente, como por ejemplo los Jefes 

de Estado o de Gobierno, políticos de alto nivel, funcionarios gubernamentales o judiciales de alto nivel o 

militares de alto rango, ejecutivos de alto nivel de corporaciones estatales, funcionarios de partidos políticos 

importantes. Las personas que cumplen o a quienes se les han confiado funciones prominentes por una 

organización internacional se refiere a quienes son miembros de la alta gerencia, es decir, directores, 

subdirectores y miembros de la Junta o funciones equivalentes. La definición de PEP no pretende cubrir a 

individuos en un rango medio o más subalterno en las categorías anteriores”. 

Que la UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA está llevando adelante el proceso de actualización del 

marco regulatorio establecido en sus Resoluciones impulsando, de este modo, una mayor efectividad del 

Sistema Nacional de Prevención de LA/FT/PT, de conformidad a lo exigido en las Recomendaciones del 

GAFI. 

Que, a los efectos de dar fiel cumplimiento a las competencias que han sido asignadas a esta UNIDAD DE 

INFORMACIÓN FINANCIERA, corresponde modificar el marco regulatorio vigente emitido, en concordancia 

con los estándares, las buenas prácticas, guías y pautas internacionales actualmente vigentes, conforme 

las Recomendaciones emitidas por el GAFI. 

Que desde la entrada en vigencia de Resolución UIF N° 35/2023 se supervisó la labor de los Sujetos 

Obligados y, como resultado de ello, se han advertido oportunidades de mejora en función de la información 

recabada y la práctica observada, de acuerdo a los estándares establecidos en las Recomendaciones del 

GAFI. 

Que, a raíz de lo expuesto, resulta necesario adecuar y actualizar el contenido de la Resolución UIF 

N° 35/2023. 

Que la Dirección de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención que le compete. 

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN FINANCIERA 

RESUELVE: 

ARTÍCULO 1°.- Sustitúyase, el artículo 1° de la Resolución UIF N°35/2023, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

ARTÍCULO 1º.- PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE EXTRANJERAS. 

Son consideradas Personas Expuestas Políticamente Extranjeras los funcionarios públicos pertenecientes 

a países extranjeros que se desempeñen o se hayan desempeñado en alguna de las siguientes funciones: 

a) Jefe de Estado, Jefe de Gobierno, Gobernador, Intendente, Ministro, Secretario de Estado u otro cargo 

gubernamental equivalente. 

b) Miembro del Parlamento, Poder Legislativo o de otro órgano de naturaleza equivalente. 

c) Juez o Magistrado de Tribunales Superiores u otra alta instancia judicial o administrativa, en el ámbito 

del Poder Judicial. 

d) Embajador o cónsul de un país u organismo internacional. 

e) Autoridad, apoderado, integrante del órgano de administración o control dentro de un partido político 

extranjero. 



f) Oficial de alto rango de las Fuerzas Armadas (a partir de coronel o grado equivalente en la fuerza y/o país 

de que se trate) o de las fuerzas de seguridad pública (a partir de comisario o rango equivalente según la 

fuerza y/o país de que se trate). 

g) Miembro de los órganos de dirección y control de empresas de propiedad estatal. 

h) Miembro de los órganos de dirección o control de empresas de propiedad privada o mixta cuando el 

Estado posea una participación igual o superior al VEINTE POR CIENTO (20%) del capital o del derecho a 

voto, o que ejerza de forma directa o indirecta el control de dicha entidad. 

i) Presidente, vicepresidente, director, gobernador, consejero, síndico o autoridad equivalente de bancos 

centrales y otros organismos de regulación y/o supervisión del sector financiero. 

j) Representantes consulares, miembros de la alta gerencia, como son los directores y miembros de la junta, 

o cargos equivalentes, apoderados y representantes legales de una organización internacional, con 

facultades de decisión, administración o disposición. 

ARTÍCULO 2°.- Sustitúyase, el artículo 2° de la Resolución UIF N°35/2023, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

ARTÍCULO 2º.- PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE NACIONALES, PROVINCIALES, 

MUNICIPALES O DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

Son consideradas Personas Expuestas Políticamente nacionales, provinciales, municipales o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, los funcionarios públicos de dichas jurisdicciones que se desempeñen o se 

hayan desempeñado en alguno de los siguientes cargos: 

a) Presidente o Vicepresidente de la Nación. 

b) Legislador nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

c) Gobernador, Vicegobernador, Intendente, Vice-intendente, Jefe de Gobierno o Vicejefe de Gobierno. 

d) Jefe de Gabinete de Ministros, Ministro o Secretario del Poder Ejecutivo de la Nación, o funcionario con 

rango equivalente dentro de la Administración Pública Nacional centralizada o descentralizada, su 

equivalente en las provincias o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

e) Miembros del Poder Judicial de la Nación o del Ministerio Público de la Nación, con cargo no inferior a 

Juez o Fiscal de primera instancia, su equivalente en las provincias o en la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires. 

f) Defensor del Pueblo de la Nación, su equivalente en las provincias o en la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires y los adjuntos del Defensor del Pueblo. 

g) Interventor federal, o colaboradores del mismo con categoría no inferior a Secretario o su equivalente. 

h) Síndico General de la Nación o Síndico General Adjunto de la Sindicatura General de la Nación; 

Presidente o Auditor General de la Auditoría General de la Nación; máxima autoridad de un ente regulador 

o de los demás órganos que integran los sistemas de control del sector público nacional. 

i) Miembro del Consejo de la Magistratura de la Nación o del Jurado de Enjuiciamiento, su equivalente en 

las provincias o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

j) Embajador o Cónsul. 

k) Máxima autoridad de las Fuerzas Armadas, de la Policía Federal Argentina, de Gendarmería Nacional, 

de la Prefectura Naval Argentina, del Servicio Penitenciario Federal o de la Policía de Seguridad 

Aeroportuaria, su equivalente en las provincias o en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

l) Rector o Decano de las Universidades Nacionales o provinciales. 

m) Máxima autoridad de un organismo estatal encargado de otorgar habilitaciones administrativas, 

permisos o concesiones, para el ejercicio de cualquier actividad; y de controlar el funcionamiento de dichas 

actividades o de ejercer cualquier otro control en virtud de un poder de policía. 



n) Máxima autoridad de los organismos de control de servicios públicos, nacional, provincial o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 3°.- Sustitúyase, el artículo 3° de la Resolución UIF N° 35/2023, el que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

ARTÍCULO 3º.- OTRAS PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE. 

Sin perjuicio de lo expuesto en los artículos precedentes, son, asimismo, consideradas Personas Expuestas 

Políticamente las siguientes: 

a) Autoridad, apoderado o candidato de partidos políticos o alianzas electorales, ya sea a nivel nacional o 

distrital, de conformidad con lo establecido en las Leyes Nros. 23.298 y 26.215. 

b) Autoridad de los órganos de dirección y administración de organizaciones sindicales. 

El alcance comprende a las personas humanas con capacidad de decisión, administración, control o 

disposición del patrimonio de la organización sindical. 

c) Autoridad, representante legal, integrante del órgano de administración o de la Comisión Directiva de las 

obras sociales contempladas en la Ley Nº 23.660. 

d) Las personas humanas con capacidad de decisión, administración, control o disposición del patrimonio 

de personas jurídicas privadas en los términos del artículo 148 del Código Civil y Comercial de la Nación, 

que reciban fondos públicos destinados a terceros y cuenten con poder de control y disposición respecto 

del destino de dichos fondos. 

ARTÍCULO 4°.- Sustitúyase, el artículo 4° de la Resolución UIF N° 35/2023, el que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

ARTÍCULO 4º.- PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE POR PARENTESCO O CERCANÍA. 

Se consideran Personas Expuestas Políticamente por parentesco o cercanía a aquellas que mantienen, 

con las individualizadas en los artículos 1° a 3° de la presente, cualquiera de los siguientes vínculos: 

a) Cónyuge o conviviente. 

b) Padres/madres, hermanos/as, hijos/as, suegros/as, yernos/nueras, cuñados/as. 

c) Personas allegadas o cercanas: debe entenderse como tales a aquellas que mantengan relaciones 

jurídicas de negocios del tipo asociativas, aún de carácter informal, cualquiera fuese su naturaleza. 

d) Toda otra relación o vínculo que por sus características y en función de un análisis basado en riesgo, a 

criterio del Sujeto Obligado, pueda resultar relevante. 

ARTÍCULO 5°.- Sustitúyase, el artículo 6° de la Resolución UIF N° 35/2023, el que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

ARTÍCULO 6°.- MANTENIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE PERSONA EXPUESTA POLÍTICAMENTE. 

Las Personas Expuestas Políticamente, a la que aluden los artículos 1° a 3° de la presente, mantendrán tal 

condición mientras ejerzan el cargo o desempeñen la función y hasta transcurridos DOS (2) años desde el 

cese en los mismos. 

Las Personas Expuestas Políticamente por parentesco o cercanía mantendrán su condición por el mismo 

tiempo que el de la persona con la que tienen o hayan tenido el vínculo. 

La Persona Expuesta Políticamente podrá informar el cese de su condición como tal a los Sujetos Obligados 

con los que opere como Cliente, detallando el motivo del cese. En tal caso, ello deberá ser tomado en 

cuenta y evaluado por el Sujeto Obligado a los fines previstos en el artículo 7° de la presente. 

ARTÍCULO 6°.- Sustitúyase, el artículo 8° de la Resolución UIF N° 35/2023, el que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

ARTÍCULO 8º.- DECLARACIÓN JURADA DE PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE. 



Los Sujetos Obligados enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246, deberán requerir a sus clientes, 

al momento de iniciar la relación contractual y al momento de modificar la condición de Persona Expuesta 

Políticamente (sea que empiece a revestir tal carácter o deje de serlo), que suscriban una declaración jurada 

en la que manifiesten si revisten o no dicha condición. A su vez, los clientes, deberán informar la condición 

de Persona Expuesta Políticamente de los beneficiarios finales, en caso de corresponder. 

La Persona Expuesta Políticamente podrá informar el cese de su condición como tal a los Sujetos Obligados 

con los que opere como Cliente, detallando el motivo del cese. En tal caso, ello deberá ser tomado en 

cuenta y evaluado por el Sujeto Obligado a los fines previstos en el artículo 7° de la presente. 

En forma previa a la firma de la declaración jurada de Persona Expuesta Políticamente, cada Sujeto 

Obligado deberá poner en conocimiento de su cliente el contenido de la presente Resolución a fin de que 

manifiesten si se encuentran incluidos en la nómina de personas establecidas en los artículos 1° a 4°. 

La suscripción de la declaración jurada de Persona Expuesta Políticamente podrá ser realizada tanto 

presencialmente o a través de medios electrónicos o digitales, dejando constancia de las evidencias 

correspondientes. 

ARTÍCULO 7°.- La presente Resolución comenzará a regir a partir de su publicación en el BOLETÍN 

OFICIAL. 

ARTÍCULO 8°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 

archívese. 

Ignacio Martín Yacobucci 

 


